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FIJACIÓN TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Proceso: 25000-2342-000-2020-01150-00 

Acción: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: JORGE ENRIQUE CARTAGENA PASTRANA 

Demandado: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL 

Magistrado: ISRAEL SOLER PEDROZA 

 

 

Hoy, once (11) de mayo de dos mil veintidós (2022), la Secretaria 

de la Subsección “D”, de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca, deja constancia que se fija en la página web de la Rama 

Judicial, el escrito de excepciones contenido en la contestación de 

demanda presentada  por la apoderada especial de la CAJA DE SUELDOS 

DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, se fija por el término de un (1) 

día. Así mismo, vencido el día de fijación, se mantendrá en la Secretaría 

de la Subsección “D”, a disposición de la parte contraria, por el término 

de tres (3) días. 

 

Lo anterior, en virtud del parágrafo 2, del artículo 175 del C.P.A.C.A. 
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Doctor: 
ISRAEL SOLER PEDROZA 
MAGISTRADO TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCION SEGUNDA – SUBSECCION D 
E.                                 S.                                  D. 
  
 
Proceso:  25000-2342-000-2020-01150-00 
Acción:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante: JORGE ENRIQUE CARTAGENA PASTRANA 
Demandado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 
Asunto: CONTESTACION DE DEMANDA POR CONCEPTO DE 

ACTUALIZACION SALARIAL Y PRESTACIONAL POR IPC 
 
 
MARISOL VIVIANA USAMA HERNANDEZ, mayor de edad y  vecina de esta 
ciudad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.983.550 de Bogotá,  
portadora de la tarjeta profesional No. 222920 del Consejo Superior de la 
Judicatura, correo electrónico marisol.usama50@casur.gov.co, obrando en calidad 
de apoderada especial de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL, dentro del término legal, con el debido respeto, PRESENTO 
CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, interpuesta por el señor JORGE ENRIQUE CARTAGENA 
PASTRANA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 93.119.213. 
 

DOMICILIO 
 

La Entidad demandada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y la 
suscrita apoderada, tienen su domicilio principal en la ciudad de Bogotá, Carrera 7 
No. 12b - 58 piso 11, teléfonos 2860911 Extensión 255 y 2821857. 
 

CALIDAD DE LA DEMANDADA 
 

La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, es un establecimiento Público, 
Entidad descentralizada del orden Nacional, adscrito al Ministerio de Defensa 
Nacional, creado mediante Decreto 0417 de 1955, adicionado y reformado por los 
Decretos 3075 de 1955, 782 de 1956, 234 de 1971, 2003 de 1984 y 823 de 1995, 
conforme con los Decretos 1050 de 1968, 3130 de 1968 y la Ley 489 de 1998, por 
lo cual goza de personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio e 
independiente; representada legalmente por el Director Brigadier General (r) 
NELSON RAMIREZ SUAREZ, según Decreto 855 del 03 de agosto de 2021. 
 

A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 
Me opongo  a lo pedido por el demandante, teniendo en cuenta que en su caso,  se 
dio aplicación a la norma vigente al momento de su retiro y a los decretos de 
aumento expedidos por el Gobierno Nacional desde el año 2009 para las 
asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública.  
 
Es de anotar que revisado el expediente administrativo del demandante se constató 
en la hoja de servicios que fue retirado por solicitud propia desde el 13 de julio de 
2009 mediante Decreto 2407 de 26 de junio de 2009, siendo la normatividad 
aplicable al momento de su retiro los Decretos 1212 de 1990, 1791 de 2000 y 4433 
de 2004.    
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Frente a la condena en costas, se solicita no se condena a la entidad demandada, 
toda vez, que no se evidencia en la actuación surtida por parte de mi representada, 
arbitrariedad del derecho, mala fe o temeridad que implique imponer una condena 
en costas, aunado a que al momento de expedirse la Ley 1437 de 2011 artículo 
188, se señaló que se “dispondrá sobre condena en costas”, y que su “liquidación y 

ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”,  es decir, que 
esta última norma aplica solo para su tasación y cobro, no para establecer si el 
criterio de la condena en costas era subjetivo (temeridad) u objetivo. En ese orden 
de ideas, se deberá seguir la línea jurisprudencial que estableció la jurisdicción 
contenciosa administrativa con el criterio subjetivo basado en la mala fe de la parte 
vencida, que no se demuestra en el plenario.   
 

 
A LOS HECHOS 

 
1. Hechos Nos. 1, 2, 3, 4, 5, 6, y 7, son ciertos, de acuerdo a la información 

que reposa en la hoja de servicio expedida por la Policía Nacional, el 
demandante ingresó como cadete alférez el 12 de enero de 1982, y se 
escalafonó como Oficial el 16 de mayo de 1983 con un tiempo total de 28 
años 01 mes y 19 días. Igualmente los otros hechos son transcripciones de 
diversos artículados de normas.  
 

2. Hecho No. 8,  es una conclusión a la que arriba el libelista, sin soporte 
alguno.  
 

3. Hecho No. 9, es cierto.    
 

4. Hecho No. 10, es parcialmente cierto, en cuanto a los decretos expedidos 
por el Gobierno Nacional, no me consta que la información que reposa en la 
tabla 1 sea cierta, por lo tanto que se demuestre en el curso del proceso.  
 

5. Hechos Nos. 11 y 12, no me constan las aseveraciones realizadas por el 
togado de la pérdida del poder adquisitivo con la expedición de los Decretos 
enunciados.  
 

6. Hechos Nos. 13 y 14, deben probarse en el cartulario.  
 

7. Hechos Nos. 15, 16 y 17, son ciertos, de conformidad a las pruebas 
documentales allegadas.  
 

8. Hechos Nos. 18, 19 y 21, no me constan.  
 

9. Hechos Nos. 20, 22 y 23 son ciertos, de acuerdo al expediente 
administrativo del actor, documentales aportadas y acto del cual se depreca 
su nulidad.  
 

DISPOSICIONES VIOLADAS 
 

El libelista invoca como normatividad violada las siguientes: 
 
Constitucionales: 
Artículos 4, 48, 53, 218, 220, 230 y 373. 
 
Legales: 
Leyes 4 de 1992 artículos 2 y 13; 1450 de 2011 artículo 271.    
 



   
 

   
                    

RAZONES DE LA DEFENSA 
 
Sea lo primero señalar,  que, el régimen de pensiones o asignaciones de retiro de la 
Fuerza Pública, es de naturaleza especial acorde con los mandatos Constitucionales 
en sus artículos 217 y 218, igualmente, corresponde regular el régimen prestacional 
de éstos, al Gobierno Nacional, acorde con la facultad otorgada por el numeral 11 del 
Artículo 189 de la Constitución Nacional. Ahora bien, con el objeto de aclarar lo 
referente al reajuste de las asignaciones mensuales de retiro, se harán las 
siguientes precisiones:  
 
El artículo 150 Superior en su numeral 19 literal e) determinó: 
 

“art. 150.- Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones: 
(…) 
19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios 
a los cuales debe sujetarse el gobierno para los siguientes efectos: 
(…) 
e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de 
los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública. 
(…)”:  

 
De igual manera y como se enunció en precedencia el artículo 217 Constitucional 
estableció: 
 
 “Art. 217.- (…) 

La ley determinará el sistema de reemplazos en las fuerzas militares, así 
como los ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el 
régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que le es 
propio.”. 

 
Consonante, a lo estatuido en el artículo 218 de la Carta Política, el cual reza: 
 
 “Art. 218.- La ley organizara el cuerpo de Policía. 

La policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, 
a cargo de la nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en 
paz. 
La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y 
disciplinario.”.  
(Subraya y negrita fuera de texto). 
 

El Gobierno Nacional para establecer el régimen pensional y de asignaciones de 
retiro en concordancia con el Texto Superior, expidió la Ley 4ª de 1992 mediante la 
cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno 
Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados 
públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública, 
indicando en su artículo 4° que el reajuste de dichos emolumentos se realizará 
anualmente, igualmente en su canon 10 dispuso que todo régimen salarial o 
prestacional que se establezca contraviniendo las disposiciones contenidas en la 
referida normatividad carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos, y 
en su artículo 13 ordenó al Gobierno Nacional establecer una escala gradual 
porcentual para lograr la nivelación entre las remuneraciones del personal activo y 
retirado de la Fuerza Pública, es por ello que en cumplimiento de dicha orden se 
expidió el Decreto 107 de 1996 fijando la escala gradual porcentual respecto de la 
asignación básica de un General.   
 



   
 

   
                    

Es así que para el reajuste de las asignaciones mensuales de retiro debe tenerse en 
cuenta  que la normativa que las rige, es la que se encuentra vigente al momento en 
que se causaron, es decir, para este caso de los Coroneles es aplicable el canon 42 
del Decreto 4433 de 2004 el cual determinó:  
 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente 
decreto, se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 
 
El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán 
acogerse a normas que regulen ajustes en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley.”.  

 

Normatividad que estableció el sistema de reajuste de las prestaciones de los 
miembros de la Fuerza Pública y la prohibición de utilizar otro régimen salvo norma 
expresa que lo determine, pues tan solo sería viable conceder ajustes con base en 
el IPC en caso de que éste sea más favorable en años posteriores al 
reconocimiento de la prestación. 
 
De otro lado, el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 estableció la forma del reajuste de 
las pensiones dentro del sistema general, indicando que el mismo se sujetaría a la 
variación porcentual del índice de precios al consumidor certificado por el DANE 
para el año inmediatamente anterior, el cual es del siguiente tenor: 
 

“ARTICULO. 14.- Reajuste de pensiones.  Con el objeto de que las 
pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o 
sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general 
de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se 
reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, 
según la variación porcentual del índice de precios al consumidor, 
certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario 
mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y 
con el mismo porcentaje en que se incremente dicho salario por el 
gobierno.”.  

 

Dicha ley en su canon 279 constituyó como excepciones a la aplicación del sistema 
general de pensiones a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional, mismo que fuere adicionado por la Ley 238 de 1995 y concedía el 
derecho a los miembros de los regímenes exceptuados a los beneficios 
contemplados en el artículo 14 de la precitada Ley 100 de 1993, el cual reza: 

 
"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no 
implican negación de los beneficios y derechos determinados en los 
artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores 
aquí contemplados". 
 

Ello indica que desde la vigencia de la Ley 238 de 1995 los grupos de 
pensionados excluidos de la aplicación de la Ley 100 de 1993, si tienen derecho a 
que sus pensiones se reajusten teniendo en cuenta el IPC como lo determinó el 
artículo 14 de la ley de seguridad social, situación que generó multiplicidad de 
demandas por parte de los ex miembros de la Policía Nacional en goce de 
asignación de retiro para el reajuste de la misma y pago de las diferencias 
existentes entre los reajustes anuales realizados en cumplimiento del principio de 



   
 

   
                    

oscilación y los que debieron hacerse en aplicación de la variación porcentual del 
índice de precios al consumidor. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Consejo de Estado en sentencia del 17 de mayo 
de 2007, expediente 8464-05, MP. Jaime Moreno García determinó que era 
procedente acceder al reajuste de las prestaciones en aplicación de la Ley 100 de 
1993 artículos 14 y 279, postura acogida por las demás secciones de este Tribunal 
de Cierre, especialmente la sentencia del 15 de noviembre de 2012 dentro del 
expediente 0907-11 MP. Gerardo Arenas Monsalve donde se indicó el límite 
temporal de dicho beneficio, es decir, aplica para los años 1997, 1999, 2000, 2001, 
2002, 2003 y 2004, pues tan solo en estos años resultaba más favorable la 
aplicación del IPC que el establecido por el Gobierno Nacional y a partir del 1 de 
enero de 2005 se volvería a la aplicación del principio de oscilación previsto en el 
artículo 42 del Decreto 4433 de 2004.  

 

De acuerdo a lo anterior, se tiene que el legislador ha determinado la forma de los 
reajustes de las asignaciones de retiro de los miembros de la Policía Nacional, sin 
que se evidencie o se haya probado dentro del plenario la vulneración endilgada 
por la libelista al principio de igualdad por parte de la Caja de Sueldos de Retiro de 
la Policía Nacional, pues de acuerdo la jurisprudencia constitucional, en especial la 
emanada en sentencia T-587 de 2006, frente a la violación de dicho principio 
constitucional dijo: 
 

“6- La Constitución Política de Colombia, en su artículo 13 prescribe 
que todas las personas nacen iguales ante la ley y que recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. Empero lo anterior, dicha norma no debe 
entenderse como un mandato que establece una igualdad mecánica o 
automática. Tanto es así que los incisos segundo y tercero del artículo 
ídem ordenan al Estado promover “las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva”, adoptar “las medidas a favor de grupos 
discriminados o marginados” y, además, proteger “especialmente a 
aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta”. 
 
De lo descrito anteriormente se desprende que el citado artículo 13 
superior prohíbe a las autoridades discriminar a las personas, pero no 
conferir tratos distintos entre ellas en aras de lograr la igualdad 
material. Lógicamente, la jurisprudencia constitucional ha diferenciado 
entre aquellas medidas que implican un trato discriminatorio y aquellas 
que, aunque otorgan un trato desigual, se basan en circunstancias 
objetivas y razonables y por tanto se ajustan a la Constitución; 
indicando que para la adopción de estas últimas deben estar presentes 
los siguientes presupuestos: (i) que las personas sujetos del trato 
desigual se encuentren efectivamente en distinta situación de hecho; 
(ii) que dicho trato tenga una finalidad que consulte los valores y 
principios constitucionales; (iii) que la diferencia de situación, la 
finalidad que se persigue y el trato desigual que se otorga tengan una 
racionalidad interna; y (iv) que exista proporcionalidad entre estos 
aspectos, es decir, el trato diferente, las circunstancias de hecho y la 
finalidad. 
 
En este orden de ideas, tenemos que la diferencia de trato resulta 
insuficiente, per se, para predicar la vulneración del derecho a la 
igualdad, pues para acreditar la existencia de una conducta 
discriminatoria es necesario verificar, entre otras cosas, que la persona 
o grupo de personas que se traen como referente se encuentran en la 



   
 

   
                    

misma situación fáctica de quien alega la afectación del derecho. Si no 
es así, en el evento en que no pueda constatarse esta última 
circunstancia, estaríamos en ausencia de la primera condición exigida 
por la jurisprudencia constitucional para la vulneración del derecho a la 
igualdad, esto es: la igualdad de los supuestos de hecho en los cuales 
se deben encontrar, tanto quien alega la vulneración del derecho, como 
sus referentes. Se entiende así mismo, de manera lógica, que el trato 
desigual en situaciones fácticas distintas no es violatorio del derecho a 
la igualdad.” 

 
Situaciones fácticas que no se han demostrado y que no se configuran en el 
presente asunto pues dentro de la documental allegada al plenario se evidencia 
claramente que el demandante tan solo hasta el año 2009 adquirió la calidad de 
retirado de la Policía Nacional con derecho al goce de la asignación mensual de 
retiro pagada por la Entidad hoy demandada. 
 
Es así que no se encuentra por parte de esta apoderada, motivo alguno que 
sustente el reajuste de la prestación tal y como lo solicita el libelista, pues se 
puede comprobar que el demandante se le reconoció su prestación conforme a la 
normativa vigente al momento de la adquisición de su derecho, en anuencia a la 
hoja de servicios expedida por la Policía Nacional.  
 
Respecto a la aplicación de la sentencia C-931 de 2004, la misma examinó la 
constitucionalidad del artículo 2 de la Ley 848 de 2003, disposición a través de la 
cual se pretendió disminuir de manera permanente el nivel de gasto público y 
reducir las necesidades de financiación del presupuesto, para ello se buscaba 
congelar para el año 2004 los salarios de los empleados públicos que superaran 
los 2 salarios mínimos legales mensuales vigentes; y ordenó al Gobierno Nacional 
y al Congreso, “con carácter urgente, si aún no lo ha hecho, dentro del ámbito de sus 

competencias, tomen las medidas necesarias para realizar el pago de los reajuste 
salariales de todos los servidores públicos cobijados por la ley de presupuesto general de 
la Nación, antes de que expire la vigencia fiscal del año 2004. Para estos propósitos, 
deberán efectuarse las adiciones o traslados presupuestales necesarios, antes de que 
expire dicha vigencia fiscal (…)”.  
 
Es por ello que se puede concluir que esta decisión de la Corte Constitucional iba 
encaminada a que los sueldos de los servidores públicos que se hubieran 
congelado, fueran reajustados en los años que seguían. No obstante, hay que 
tener en cuenta que la propia Corte estableció reglas para ello y que se resumen 
así: 
 

 El ajuste para 2004 no podrá ser inferior al cincuenta por ciento (50%) de 
inflación causada en el año 2003. 

 Para la vigencia fiscal de 2005 dicho tope del 50% no resultaría ajustado a 
la Constitución, pues el efecto acumulado de tal restricción haría más 
gravosa la limitación de derechos de los trabajadores. 

 Al final del cuatrienio correspondiente a la vigencia del Plan Nacional de 
Desarrollo (Ley 812 de 2003) debe haberse reconocido la actualización 
plana del derecho a mantener el poder adquisitivo real del salario a todos 
los servidores públicos.  

 
Así las cosas, debe tenerse en cuenta que el libelista no aporta los documentos 
correspondientes que permitan al Despacho realizar un estudio completo y que 
logren demostrar que su salario en servicio activo fue inferior a 2 SMLMV, que 
fuera congelado y en consecuencia que no se hubiese realizado el incremento 
anual correspondiente.  
 



   
 

   
                    

 
En cuanto a los perjuicios morales deprecados por la parte actora, estos deben ser 
negados ya que, si bien se ha aceptado el reconocimiento de esta especie 
indemnizatoria por vía de acción de nulidad y restablecimiento del derecho, lo 
cierto es que tales perjuicios deben demostrarse dentro del proceso, esto es, 
mediante prueba idónea  que permita al juez inferir, sin mayores elucubraciones, 
que se ha causado un daño con la decisión de la administración, lo que no ocurre 
en el caso que se analiza, pues no se allegó prueba de la situación económica 
enfrentada por el demandante, pues debe reiterarse sobre el particular que el daño 
para que pueda ser indemnizado debe ser antijurídico, cierto y concreto, por ello, 
es imperativo que quien alega haberlo sufrido, debe probarlo, de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 167 del Código General del Proceso, circunstancia que no 
se observa en el asunto de marras que puedan conllevar al resarcimiento de los 
mismos. 
 
Por todo lo manifestado, me permito afirmar que al demandante no le asiste razón 
en sus pretensiones, puesto que no logró desvirtuar la presunción de legalidad de 
los actos administrativos acusados, por lo que desde ya se solicita denegar las 
pretensiones. 
 

EXCEPCIONES 
 
Formulo excepciones de Fondo contra las pretensiones de la demanda, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 175,  numeral tercero y 180, numeral 6 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
INEXISTENCIA DEL DERECHO.  
 
De conformidad con los documentos que dan fe de la historia laboral del CR (r) 
JORGE ENRIQUE CARTAGENA PASTRANA se constata que el retiro y la 
adquisición de sus derechos pensionales, se produjo bajo la vigencia de los 
Decretos 1212 de 1990, 1791 de 2000 y 4433 de 2004, el día 13 de octubre de 
2009 tal y como se demuestra en la Resolución No. 3994 del 10 de septiembre de 
2009, por lo tanto, no le asiste el derecho al demandante de reclamar el reajuste 
de la prestación conforme al Índice de Precios al Consumidor, pues de 
conformidad con lo manifestado por el órgano de Cierre de lo Contencioso 
Administrativo el reajuste de la asignación mensual de retiro con base en el IPC se 
ha aplicado a quienes adquirieron su derecho al goce de la prestación con 
anterioridad al año 2004 y no para el personal que se encontraba activo, por lo 
cual la petición del demandante no tiene fundamento jurídico. 
 
De igual manera la normativa que debe tenerse en cuenta para aplicar el sistema 
de oscilación, son los decretos reglamentarios que expide el Ejecutivo, donde se 
fija el régimen salarial de los empleados públicos y las diferentes escalas 
graduales porcentuales y no los pronunciamientos de la jurisdicción que se emiten 
en casos particulares y concretos. 
 
Es por ello que en un caso análogo se ha pronunciado el Consejo de Estado en 
sentencia del 28 de enero de 2021, expediente 3524-2019, Consejero Ponente: 
Gabriel Valbuena Hernández, en la cual indica: 
 

 “(…) 

Con fundamento en las anteriores consideraciones, se concluyó que el 
reajuste efectuado sobre las asignaciones de retiro de los oficiales y 
suboficiales de la Fuerza Pública obedece a uno solo, el cual se ha 
efectuado en el tiempo con fundamento en dos criterios distintos, a saber, 



   
 

   
                    

el primero con observancia del índice de precios al consumidor, IPC, esto, 
hasta el 31 de diciembre de 2004, fecha en la que se retoma el principio de 
oscilación el cual, en todo caso, incrementará anualmente y a futuro las 
mesadas de las asignaciones del personal en retiro, partiendo siempre de 
la última mesada pensional del años 2004. 
 
Ahora bien, es preciso reiterar que no es posible aplicar lo dispuesto en las 
Leyes 100 de 1993 y 238 de 1995, normas que regulan el Sistema General 
de Pensiones a las asignaciones percibidas en actividad, al tratarse de 
dos condiciones muy diferentes jurídica y fácticamente, como son gozar de 
asignación de retiro y otra, devengar la asignación básica en servicio 
activo, cuyo sistema de reajuste se encuentre regulado por pautas 
normativas diversas que no se pueden pasar por alto desconociendo el 
querer del constituyente. 
(…)”. 

 
Por último, debe manifestarse que el reajuste salarial realizado a los miembros 
activos de la Fuerza Pública con base en los decretos expedidos por el Gobierno 
Nacional según la escala gradual porcentual para los años 1997 a 2004, no fueron 
objeto de nulidad por parte del Consejo de Estado, por lo que se tiene que para el 
momento en que se aplicaron en cada una de las asignaciones básicas del 
referido grupo se encontraban acorde al ordenamiento jurídico, ya que habían sido 
expedidos con base en las facultades otorgadas al Ejecutivo por disposición de la 
Constitución Política; en tal sentido, el reajuste realizado a la asignación básica del 
actor para los años 1997 a 2004, se llevó a cabo conforme los decretos expedidos 
anualmente por el Gobierno Nacional, motivo por el cual no hay lugar a realizar un 
nuevo reajuste sobre esas anualidades que pudieran llegar a afectar el salario 
básico como partidas computable de su asignación de retiro.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Invoco como normas aplicables al caso controvertido los Decretos 1212 de 1990, 
1791 de 2000, 4433 de 2004  y demás normas aplicables a la materia, así como el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 

PRUEBAS 
 
Solicito al Honorable Despacho, tener en cuenta para estudio, análisis y fallo del 
proceso a favor de la demandada las siguientes: 
 

- Poder debidamente otorgado y documentos de representación. 
 

- Los solicitados en el auto admisorio de la demanda (antecedentes 
administrativos del demandante). 

 
ANEXOS 

 
Anexo los documentos enunciados en el acápite de pruebas. 

 
NOTIFICACIONES 

 
El representante legal de la Entidad demandada y la suscrita apoderada, las 
recibirán en la carrera 7 No. 12b-58 piso 11 de Bogotá, correo electrónico 
marisol.usama550@casur.gov.co, judiciales@casur.gov.co, o en su Despacho. 
 

mailto:marisol.usama550@casur.gov.co
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PETICIÓN 

 
En aras de la seguridad jurídica, la consolidación pensional y el principio de 
legalidad del acto administrativo demandado, las pretensiones deben ser 
despachadas desfavorablemente, por no haber motivo de violación o 
quebrantamiento de normatividad alguna en la cual se sustenta dicho acto.  
 
Del señor Magistrado respetuosamente,  
 
 

 
__________________________________ 
MARISOL VIVIANA USAMÁ HERNÁNDEZ 
CC. No. 52.983.550 de Bogotá 
TP. No. 222.920 del C. S. de la J. 
marisol.usama550@casur.gov.co 
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Señores:  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA  
SECCION SEGUNDA SUBSECCION D         
E.   S.   D. 
 
 
MEDIO DE CONTROL   : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE  : JORGE ENRIQUE CARTAGENA PASTRANA 
CONVOCADO : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL 
PROCESO   : 25000-2342-000-2020-01150-00 
 
 
CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ, mayor de edad y domiciliada en la ciudad de 
Bogotá D.C., identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.768.440 de Bogotá y 
portadora de la tarjeta profesional No. 62.571 del Consejo Superior de la Judicatura, 
correo electrónico jurídica@casur.gov.co, en mi condición de Representante judicial y 
extrajudicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional –CASUR-, 
Establecimiento Público, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, creado por el Decreto 
417 de 1955, adicionado y reformado por el Decreto 3075 de 1955, y reglamentario 
mediante los Decretos 782 de 1956, 2343 de 1971, 2003 de 1984, 823 de 1995 y Acuerdo 
008 del 2001, delegada para efectos mediante Resolución 8187 del 27 de octubre de 
2016, y de conformidad a lo establecido en el Decreto 1384 de 2015, por medio del 
presente manifiesto que confiero poder amplio y suficiente a la Doctora MARISOL 
VIVIANA USAMA HERNANDEZ, mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 52.983.550 de Bogotá, con tarjeta profesional No. 222.920 del 
Consejo Superior de la Judicatura, correo electrónico marisol.usama550@casur.gov.co, 
para que represente y defienda los intereses de CASUR dentro del proceso de la 
referencia.  
 
La apoderada queda expresa y ampliamente facultada en los términos del artículo 77 del 
C.G.P. y de manera especial para notificarse, recibir, conciliar, desistir, renunciar, sustituir 
y reasumir el presente poder, y en general todo lo que esté conforme a derecho para la 
representación y defensa de los intereses de la entidad.  
 
Sírvase Señor (a) Magistrado (a) reconocerle personería para actuar en los términos de 
este poder, de conformidad  a lo establecido en el Decreto Legislativo 806 del junio 4 de 
2020. 
 
Acompaño decreto de nombramiento, acta de posesión y certificación del cargo que 
acreditan la representación Legal. 
 
Atentamente, 
 
 
 

 
CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ  

Jefe Oficina Asesoría Jurídica  
 
Acepto, 
 
 

 

 
MARISOL VIVIANA USAMA HERNANDEZ  

C.C. No. 52.983.550 de Bogotá 
T.P. No. 222.920 del C.S. de la Jud. 
marisol.usama550@casur.gov.co 
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Anexos: 0
Remitente: GRUPO DE INFORMACION DOCUMENTAL

Destinatario: OFICINA ASESORA DE JURIDICA

LA SUSCRITA COORDINADORA ( E ) DEL GRUPO DE TALENTO HUMANO 
DE LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL – CASUR
 
 

 
NIT.899999073-7

 
 

CERTIFICA:
 
 
 

Que la servidora pública CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRIGUEZ, identificada 
con cédula de ciudadanía No 51.768.440 de Bogotá, se encuentra vinculada con la 
entidad desde el 03 de diciembre de 2007, actualmente desempeñando el cargo de 
JO - Jefe de Oficina Asesora del Sector Defensa (Jurídica), código 2-1, grado 24, 
en la Planta de personal de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional.
 

Dada en Bogotá, D.C., a los 04 días del mes de septiembre, a solicitud de la 
servidora pública, con destino a TRAMITES JUDICIALES.

 

  
 ADRIANA AGUDELO PEREZ

COORDINADORA GRUPO TALENTO HUMANO – ENCARGADA
 
 

 
  
Elaboró: A.A. Nohora Velásquez
A.A. Grupo Talento Humano
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